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1. Introducción

Los últimos cinco años han sido un perio-
do de intensa actividad normativa para el 
derecho urbanístico en España. El lapso 

temporal es convencional; creo que cinco años 
es un intervalo aceptable para poder detectar 
tendencias generales. En este caso, el periodo 
tiene el atractivo de albergar dos años “norma-
les”, 2018 y 2019, dos años dominados por la 
pandemia COVID, 2020 y 2021, más el extraño 
año 2022, en el cual el esperado fin de la emer-
gencia sanitaria se ha visto empañado por la 
guerra de Ucrania y la expectativa de una nueva 
crisis económica.

Empiezo por el aspecto cuantitativo: entre enero 
de 2018 y diciembre de 2022 se han aprobado 
265 normas con contenido estrictamente urba-
nístico. Insisto en el adverbio: a menudo, al dar 
este tipo de cifras se piensa en normas secto-
riales con incidencia sobre el urbanismo, como 
podrían ser la ley de puertos o las normas sobre 
evaluación de impacto ambiental. No es así: 
aplicando los criterios de codificación del BOE, 
la cifra citada se ciñe a las normas, vuelvo a de-
cirlo, con contenido estrictamente urbanístico. 
Y utilizo la preposición “con” y no “de”, porque 
en muchas normas el contenido urbanístico es 
parcial: son leyes, y aún más decretos-ley, de 
medidas. De medidas casi siempre urgentes, a 
veces extraordinarias, o adicionales, o todo a la 
vez. Tan desgastadas han quedado las medidas 
urgentes que recientemente se ha recuperado 
el concepto de “ley ómnibus”. 

Sigo con el análisis cuantitativo de las normas 
aprobadas: 131 son normas de rango legal (78 
leyes, 52 decretos-ley y 1 decreto legislativo), 
102 son de rango reglamentario (76 decretos y 
26 acuerdos de consejo de gobierno con valor 
reglamentario) y las otras 32 son disposiciones 

de rango menor (órdenes y resoluciones) habi-
litadas para albergar contenido reglamentario.

Es decir, no parece que aprobar leyes sea más 
difícil que aprobar normas reglamentarias; o 
bien es que el esfuerzo normativo se enfoca 
hacia las normas de rango superior. En cuan-
to a los decretos-ley, es evidente que la norma 
extraordinaria se ha vuelto ordinaria, y en todos 
los sectores: solo en Cataluña se han aproba-
do 125 decretos-ley de todo tipo en los últimos 
cinco años.

Paso a la perspectiva territorial. El primer dato 
es que en TODAS las comunidades autónomas 
se han producido innovaciones en su normativa 
urbanística en el periodo objeto de este estudio. 
Para ordenar algo el relato, propongo una clasi-
ficación más cualitativa, sin perder cierto sesgo 
cuantitativo:

Primero, las comunidades que han aprobado 
reformas completas o casi completas; es decir, 
lo que en terminología urbanística llamaríamos 
una revisión. En mi opinión son cuatro: Extre-
madura, Andalucía, Cantabria y la Comunidad 
Valenciana. Respecto de las dos primeras creo 
que su inclusión en este grupo es indiscutible, 
a pesar de mantener en vigor algunas normas 
anteriores. En el caso de Cantabria podríamos 
hablar de una revisión formal, porque se ha 
aprobado una nueva ley urbanística general, 
pero bastante parecida a la anterior. Por el con-
trario, en la Comunidad Valenciana la legisla-
ción anterior pervive formalmente en tanto que 
ha sido objeto de un texto refundido; pero creo 
que las modificaciones aprobadas, sobre todo 
en 2019, son de tanto peso, y acompañadas con 
una variada serie de normas complementarias, 
que en conjunto el sistema normativo valencia-
no debe incluirse en este grupo.

Spanish Urban Planning law through the pandemic: a chronicle 
of the regulatory production between 2018 and 2022
Abstract: March 13, 2020: Spain came to a standstill. Not so Urban Law, as legislators joined a collec-
tive effort to overcome the social and economic crisis induced by the pandemic. And then war, and then 
a new crisis approaching. All of it stimulates regulatory reforms -in fact multiplied. This text gives an 
overview of the evolution of Spanish Urban Law in the last five years, quoting a handful of interesting 
examples and trends, such as the general dissemination of Strategic Projects at the territorial level, 
“Responsible Declaration” at the local level, Simplification as a legislative MacGuffin and Decree-law 
as the star figure. An exhaustive inventory can be consulted in the Spanish Official Gazette urban 
codes: BOE.es - Biblioteca Jurídica Digital.
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En segundo lugar, incluyo ocho comunidades 
dentro de un grupo en el cual, sin llegar al con-
cepto de revisión, se puede decir que los cam-
bios en su normativa urbanística que se han 
acumulado en estos años han sido relevantes, 
o significativos, o simplemente numerosos. In-
cluyo aquí a Galicia, Castilla-La Mancha, Ca-
narias, Asturias, Madrid, Cataluña, Murcia y las 
Islas Baleares, empezando por las más próxi-
mas al concepto de revisión, y terminando por 
las reformas de menor peso.

Por último, en la legislación básica del Estado 
y en las cinco comunidades restantes se han 
aprobado cambios normativos menores: País 
Vasco, Navarra, Aragón, Castilla y León y La 
Rioja.

Hay que decir que el límite entre los grupos se-
gundo y tercero es más difuso, o más dudoso, 
o más convencional que el que separa al primer 
grupo de los demás: quizás los cambios en Ca-
taluña, Murcia y Baleares han sido más nume-
rosos que relevantes, mientras que para el País 
Vasco hay argumentos que justificarían incluirlo 
en el segundo grupo. Pero esta clasificación no 
tiene más objeto que servir de ayuda para una 
mejor visión del panorama normativo.

A continuación, haré un repaso de los cambios 
normativos en cada comunidad, siempre con 
una rápida visión general de los cambios, y 
en ocasiones destacando alguna norma que 
me parece más relevante, o más original, o 
más susceptible de ser imitada y generar ten-
dencia. En cambio, descarto un análisis ex-
haustivo por el volumen de normas en juego. 
El inventario completo puede consultarse en 
los códigos urbanísticos del Boletín Oficial del 
Estado: BOE.es - Biblioteca Jurídica Digital.

2. Comunidades con revisión 
completa de su marco normativo

2.1. Extremadura1

Extremadura es una de las cuatro comunida-
des autónomas que han aprobado una revisión 

completa de su normativa urbanística en el pe-
riodo analizado. Este proceso de revisión se 
abrió en 2018 con la aprobación de tres leyes 
y un decreto:

En primer lugar se aprobó una ley de coordi-
nación intersectorial y simplificación de proce-
dimientos2, orientada a solucionar el marasmo 
que genera la proliferación de informes secto-
riales en el proceso de planificación urbanística; 
para hacerle frente se crea un órgano intersec-
torial para resolver conflictos en un plazo aco-
tado. Como desarrollo de la ley, se aprobó un 
decreto que regula dicho órgano así como el 
procedimiento de coordinación intersectorial3.

También hay que citar la Ley de grandes insta-
laciones de ocio4, un ejemplo de las normas que 
intentan impulsar el desarrollo socioeconómico 
(siempre “sostenible”) otorgando facilidades de 
índole sobre todo administrativa y a veces tribu-
taria para la implantación de grandes proyectos, 
en este caso vinculados al “ocio de alta capaci-
dad” en el medio rural. 

Pero sobre todo el interés recae en la Ley de 
Ordenación Territorial y Urbanística Sostenible 
(LOTUS)5, que derogó la Ley de Suelo y Orde-
nación Territorial de 2001. La LOTUS ha sido 
seguramente la norma urbanística española 
más comentada en estos años, al aportar inno-
vaciones relevantes:

– � Es la primera ley que persigue integrar la 
perspectiva de género en la planificación ur-
banística de forma efectiva, más allá de las 
declaraciones genéricas.

– � También dedica especial atención a integrar 
el criterio de movilidad sostenible en las in-
versiones de infraestructuras, y a impulsar la 
rehabilitación y regeneración urbana. De ahí 
la inclusión de criterios de eficiencia energé-
tica en las determinaciones del planeamiento.

– � En el uso residencial, introduce una distinción 
entre el concepto de “vivienda constitucio-
nal” que se vincula al efectivo cumplimien-
to del derecho a la vivienda, frente a “otros 
usos residenciales”, como los asentamientos 
en suelo rústico de naturaleza residencial o 
productiva.

1	  La normativa urbanística extremeña puede consultarse 
en BOE.es - Código de Urbanismo de Extremadura.
2	  Ley 2/2018, de 14 de febrero, de coordinación intersec-
torial y de simplificación de los procedimientos urbanísticos 
y de ordenación del territorio de Extremadura (DOE 
16/02/2018).
3	  Decreto 128/2018, de 1 de agosto, por el que se regula 
la composición, organización y funcionamiento de la 

Comisión de Coordinación Intersectorial y el procedimiento 
de coordinación intersectorial (DOE 8/08/2018).
4	  Ley 7/2018, de 2 de agosto, extremeña de grandes ins-
talaciones de ocio (LEGIO) (DOE 6/08/2018).
5	  Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territo-
rial y urbanística sostenible de Extremadura (DOE 
27/12/2018).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/index.php?tipo=C#top
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=052_Codigo_de_Urbanismo_de_Extremadura&tipo=C&modo=2


Estudios El derecho urbanístico español a través de la pandemia
Á. M. Marinero-Peral

CIUDAD Y TERRITORIO ESTUDIOS TERRITORIALES 682

– � Abre un proceso gradual para sustituir el uso 
de los clásicos estándares de planeamiento 
urbanístico por indicadores, cuya referencia 
serían las personas, no ya la edificabilidad.

– � Y en coherencia con la realidad de la geo-
grafía extremeña, otorga gran importancia al 
suelo rústico: planes territoriales, calificación 
rústica, asentamientos en suelo rústico, etc.

En sus cuatro años de vigencia, la LOTUS ha 
sido ya modificada tres veces:

– � En 2020, un decreto ley de medidas COVID6 
realizó una modificación moderadamente am-
plia, en parte para acelerar la aplicación de 
la LOTUS en aspectos que habían quedado 
diferidos y en parte para flexibilizar ciertas 
exigencias y agilizar trámites para la implan-
tación de actividades nuevas o para regula-
rizar las ya implantadas; en este sentido se 
habilita una “amnistía” para las actividades 
implantadas antes de 1975. 

– � En 2022, la ley de medidas ante el reto demo-
gráfico y territorial7, a la que me referiré segui-
damente, introdujo medidas de flexibilización 
en el medio rural, por ejemplo en cuanto a los 
asentamientos de origen irregular o los muni-
cipios sin planeamiento.

– � Y por último, a finales de 2022, una ley de me-
didas de alambicado nombre8 introdujo (una 
vez más) algunas reformas orientadas a la 
simplificación administrativa.

Siguiendo con el relato temporal de las noveda-
des en Extremadura, en 2021 vio la luz el Regla-
mento General de la LOTUS9, que en un plazo 
no demasiado largo (tres años) culmina con 
coherencia el edificio del nuevo derecho urba-
nístico extremeño. Como es lógico, este nuevo 
reglamento deroga los reglamentos urbanísticos 
antes vigentes, excepto los organizativos.

Si la aprobación de la LOTUS y su Reglamento 
General ya sería motivo suficiente para hablar 
de una completa revisión del marco normativo 
del urbanismo en Extremadura, en 2022 aún se 

han aprobado tres disposiciones más, de rele-
vancia decreciente:

– � La ya citada Ley de medidas ante el reto de-
mográfico y territorial es la primera de las 
tres leyes dedicadas al problema de la des-
población que mencionaré, aunque cronoló-
gicamente es la última. Son tres leyes con 
muchas diferencias en los detalles, pero que 
comparten una visión “multi-focal” del proble-
ma demográfico, que se busca afrontar no 
con una política específica sino condicionan-
do e implicando al conjunto de las políticas 
públicas. Por ello podrían menospreciarse, 
acumulándolas con tantas leyes aprobadas 
recientemente llenas de principios, objetivos y 
grandes declaraciones, pero vacías de conte-
nido normativo real. Por el contrario, creo que 
constituyen una reformulación o variante de 
las leyes de ordenación del territorio, adapta-
da al tiempo presente y a las circunstancias 
de la España interior. Hay que advertir, pre-
cisamente, que lejos de ser una disposición 
inane, esta ley extremeña modifica normas 
tan relevantes como la propia LOTUS, la ley 
sobre mancomunidades y entidades locales 
menores y el texto refundido de las disposi-
ciones legales en materia de tributos cedidos 
por el Estado.

– � Seguidamente, la Estrategia ante el Reto De-
mográfico y Territorial10, cuyo interés a mi jui-
cio recae en la alianza entre las perspectivas 
demográfica (las políticas contra la despobla-
ción) y territorial (la ordenación del territorio 
en sentido clásico). 

– � Por último, el Decreto que crea y regula la 
Mesa de Población11, como órgano de par-
ticipación en la política demográfica y terri-
torial de Extremadura, confirma esta alianza, 
previsiblemente fecunda como tendencia, al 
menos en la España interior.

Complementariamente hay que citar que en 
estos años el gobierno extremeño ha conti-
nuado, algo más atenuadamente, su intensa 
actividad en materia de planificación territo-
rial, aprobando dos planes de ordenación del 

6	  Decreto Ley 10/2020, de 22 de mayo, de medidas urgen-
tes para la reactivación económica en materia de edificación 
y ordenación del territorio destinadas a dinamizar el tejido 
económico y social de Extremadura, para afrontar los efec-
tos negativos de la COVID-19 (DOE 25/05/2020).
7	  Ley 3/2022, de 17 de marzo, de medidas ante el reto 
demográfico y territorial de Extremadura (DOE 21/03/2022).
8	  Ley 5/2022, de 25 de noviembre, de medidas de mejora 
de los procesos de respuesta administrativa a la ciudadanía 
y para la prestación útil de los servicios públicos (DOE 
29/11/2022).

9	  Decreto 143/2021, de 21 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento General de la Ley de ordenación 
territorial y urbanística sostenible de Extremadura (DOE 
28/12/2021).
10	  Decreto 32/2022, de 30 de marzo, por el que se aprue-
ba la estrategia ante el Reto Demográfico y Territorial de 
Extremadura (DOE 5/04/2022).
11	  Decreto 75/2022, de 15 de junio, por el que se crea y 
regula la Mesa de Población de Extremadura (DOE 
21/06/2022).
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territorio (aquí son “planes territoriales), seis mo-
dificaciones de planes ya vigentes y cuatro mo-
dificaciones de Proyectos de Interés Regional 
(PIR), que son la variante local de los proyec-
tos estratégicos que se están generalizando en 
toda España como instrumentos de intervención 
directa de la administración regional en la orde-
nación del territorio.

2.2. Andalucía12

Andalucía es una comunidad donde también 
puede hablarse sin duda de una revisión com-
pleta de su normativa urbanística, al menos en 
el nivel formal que implica la derogación de las 
normas generales previas sobre ordenación 
del territorio y urbanismo. La reforma integral 
de ese marco normativo se había debatido y 
publicitado reiteradamente; ello, unido al peso 
de Andalucía en el conjunto de España como 
comunidad más poblada y segunda en exten-
sión, atrae naturalmente la atención hacia la Ley 
de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio 
(LISTA)13 aprobada en 2021, y su Reglamento 
aprobado14 en 2022. Sin embargo estas normas 
no resultan demasiado innovadoras si se miran 
con perspectiva española, ya que gran parte de 
sus novedades simplemente trasladan al ámbito 
andaluz disposiciones ya vigentes en otras co-
munidades. En todo caso cabe destacar:

– � Un esfuerzo integrador, a nivel legal entre las 
materias de urbanismo y ordenación del terri-
torio, y a nivel reglamentario para conseguir 
un único texto regulador, aunque sea de gran 
extensión.

– � Como instrumentos de ordenación del te-
rritorio se añaden los “Proyectos de Actua-
ción Autonómica”, que son la variante local 
de los proyectos estratégicos mediante los 
cuales los gobiernos regionales habilitan su 

intervención directa en la ordenación del 
territorio.

– � Entre las clases de suelo se suprime el suelo 
urbanizable: solo existe el suelo urbano, que 
se podrá desarrollar mediante actuaciones de 
transformación urbanística, y el suelo rústico, 
dividido en varias categorías, de las cuales 
la de suelo rústico común podrá ser desarro-
llado mediante actuaciones de nueva urba-
nización.

– � En el planeamiento se explicita la voluntad de 
simplificar, pero se regulan tres modalidades 
de plan general (el “estándar”, el intermunici-
pal y el básico), cinco de plan de ordenación 
detallada (plan de ordenación urbana, plan 
parcial, plan de reforma interior, estudio de 
ordenación y plan especial) y cuatro de instru-
mentos complementarios (estudios de detalle, 
catálogos, ordenanzas municipales de edifi-
cación y de urbanización, y normas directoras 
para la ordenación urbanística).

– � En materia de ejecución se regula una nueva 
modalidad de compensación simplificada, así 
como las entidades de urbanización (integra-
das por los propietarios en las actuaciones de 
transformación urbanística de reforma interior 
o de mejora de la urbanización) y las entida-
des certificadoras.

– � En el momento de la edificación, adquiere 
gran protagonismo la declaración 
responsable.

– � También hay que destacar el esfuerzo para 
superar el problema ambiental y territorial 
causado por la proliferación de edificacio-
nes irregulares en suelo rústico, en especial 
en las zonas costeras y en el entorno de las 
grandes ciudades, integrando la experiencia 
derivada de las reformas llevadas a cabo en 
los últimos diez años15.

12	  La normativa urbanística andaluza puede consultarse 
en BOE.es - Código de Urbanismo de Andalucía.
13	  Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sos-
tenibilidad del territorio de Andalucía (BOJA 3/12/2021), mo-
dificada simultáneamente a la aprobación del Reglamento 
por el Decreto Ley 11/2022, de 29 de noviembre (BOJA 
2/12/2022).
14	  Decreto 550/2022, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Reglamento General de la Ley 7/2021, de 1 de 
diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de 
Andalucía (BOJA 2/12/2022).
15	  La LISTA y su Reglamento han integrado las aportacio-
nes de cuatro normas sucesivas que abordaron el problema 
de las edificaciones irregulares en Andalucía, hoy todas de-
rogadas:
− � Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el 

régimen de las edificaciones y asentamientos existentes 

en suelo no urbanizable en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía (BOJA 30/01/2012).

− � Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía para incorporar medidas urgentes en relación 
con las edificaciones construidas sobre parcelaciones ur-
banísticas en suelo no urbanizable (BOJA 5/08/2016).

− � Ley 2/2018, de 26 de abril, relativa a modificación de la 
Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía, para incorporar medidas urgentes en relación 
con las edificaciones construidas sobre parcelaciones ur-
banísticas en suelo no urbanizable (BOJA 8/05/2018).

− � Decreto Ley 3/2019, de 24 de septiembre, de medidas 
urgentes para la adecuación ambiental y territorial de las 
edificaciones irregulares en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía (BOJA 25/09/2019).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=060_Codigo_de_Urbanismo_de_Andalucia&tipo=C&modo=2
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– � Como curiosidad desde una perspectiva ex-
terna, llama la atención la detallada regula-
ción (un título con doce artículos) del hábitat 
troglodítico.

Aunque oscurecidas por el despliegue de la 
LISTA y su Reglamento, este periodo 2018-2022 
ha tenido más novedades normativas en Anda-
lucía, la mayor parte de las cuales han quedado 
subsumidas en la nueva regulación16, habiendo 
sobrevivido en vigor la Agenda Urbana de Anda-
lucía17 y el Reglamento de las Comisiones Pro-
vinciales de Valoraciones18.

2.3. Cantabria19

Cantabria se incluye en el grupo de las comu-
nidades con revisión completa de su normativa 
merced a la aprobación en 2022 de su nueva 
Ley de Ordenación del Territorio y Urbanismo 
(LOTUC)20 que ha sustituido a la Ley de Orde-
nación del Territorio y Régimen Urbanístico del 
Suelo que estuvo en vigor durante más de vein-
te años.

Sin embargo, me parece que esa revisión es 
sobre todo formal: es cierto que la nueva ley 
ha derogado y sustituido a la anterior, pero sin 
que las diferencias entre ambas sean llama-
tivas. La ley cántabra de 2002 acumulaba un 
número récord de modificaciones, nada menos 
que veintiséis (una media de 1,3 modificaciones 
por año de vigencia) y la redacción de un texto 
refundido era una asignatura pendiente. Ahora 
bien, la experiencia de tramitar un texto refun-
dido siempre es frustrante, porque el legislador 
tenderá de forma natural a extralimitarse; de ahí 
que aprobar un texto legal formalmente nuevo 
sea la solución más lógica si no hay un apre-
mio temporal. Ese continuismo de fondo con la 
regulación anterior se atenúa por la incorpora-
ción de las novedades del derecho urbanístico 
español que se han difundido en estos años, e 
incluso por alguna innovación menos esperable. 
De todo ello citaré:

– � Se incorpora el principio de desarrollo soste-
nible como fuente inspiradora de la normativa.

– � En suelo urbano se suprime la diferen- 
cia entre suelo urbano consolidado y no 
consolidado.

– � En suelo urbanizable se hace posible anti-
cipar la edificación de construcciones des-
tinadas a fines productivos o terciarios a la 
completa ejecución del planeamiento.

– � En suelo rústico se regulan los “núcleos rura-
les” y las “áreas de desarrollo rural”, estas en 
las zonas más antropizadas y próximas a los 
núcleos de municipios pequeños o en ries-
go de despoblamiento, donde será posible la 
construcción de viviendas aisladas e instala-
ciones vinculadas a actividades artesanales, 
culturales, de ocio y turismo rural.

– � Entre los instrumentos de ordenación del te-
rritorio se incorporan los Proyectos Singulares 
de Interés Regional (PSIR), versión cántabra 
de los proyectos estratégicos.

– � Los criterios técnicos para la redacción del 
planeamiento se unificarán mediante Normas 
Técnicas de Planeamiento.

– � Y también aquí se abren paso las declara-
ciones responsables como alternativa a la 
licencia, si bien en Cantabria solo previa apro-
bación de una ordenanza municipal.

No se puede hablar de urbanismo en Cantabria 
sin mencionar el problema específico de las 
sentencias de derribo de viviendas (más de 600 
según datos del Gobierno de Cantabria); sucesi-
vas reformas de la legislación han buscado vías 
para cumplir la obligación de ejecutar las sen-
tencias sin incurrir en gastos de indemnización 
inasumibles. Así la Ley de medidas de 2019 es-
tableció el “Fondo de Derribos del Gobierno de 
Cantabria”, a gestionar por la empresa pública 
GESVICAN21. Y ahora la nueva LOTUC modifica 
la legislación sobre patrimonio de la comunidad 
autónoma para cerrar los flecos, o intentarlo, de 
una gestión inevitablemente conflictiva, que ali-
menta las páginas de la prensa regional.

De menor importancia son los cambios en la re-
gulación de la Comisión Regional de Ordena-
ción del Territorio y Urbanismo22 y del Consejo 

16	 Por ejemplo el Decreto Ley 2/2020, de 9 de marzo, de 
mejora y simplificación de la regulación para el fomento de 
la actividad productiva de Andalucía (BOJA 12/03/2020).
17	  Acuerdo de 18 de septiembre de 2018, del Consejo de 
Gobierno, por el que se aprueba la Agenda Urbana de 
Andalucía (BOJA 24/09/2018).
18	 Decreto 164/2018, de 18 de septiembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento 
de las Comisiones Provinciales de Valoraciones (BOJA 
24/09/2018).

19	 La normativa urbanística cántabra puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo de Cantabria.
20	 Ley de Cantabria 5/2022, de 15 de julio, de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo de Cantabria (BOC 22/07/2022).
21	 Artículo 20 de la Ley de Cantabria 5/2019, de 23 de di-
ciembre, Medidas Fiscales y Administrativas (BOC 
30/12/2019).
22	 Decreto 191/2019, de 26 de septiembre (BOC 4/10/2019) 
y Decreto 10/2020, de 20 de febrero (BOC 28/02/2020).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=073_Codigo_de_Urbanismo_de_Cantabria&tipo=C&modo=2
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de Ordenación del Territorio y Urbanismo23. En 
cuanto a los instrumentos de ordenación territo-
rial, destacan los avatares del Plan de Ordena-
ción del Litoral (POL)24 que acumula veintiocho 
modificaciones (1,5 por año de vigencia), seis 
de ellas en el periodo analizado. Por último, pa-
rece que la fuerte tradición de modificaciones 
anuales no se superará fácilmente, pues la tan 
reciente LOTUC ya ha sido reformada de nuevo 
mediante la última ley de medidas.25

2.4. Comunidad Valenciana26

Incluyo a la Comunidad Valenciana entre las co-
munidades que han realizado una revisión com-
pleta de su normativa urbanística entre 2018 y 
2022, a pesar de que en rigor se conserva la 
Ley de Ordenación del Territorio, Urbanismo y 
Paisaje (LOTUP)27 de 2014, a través de un texto 
refundido de 202128. Sin embargo, los múltiples 
y profundos cambios operados en la LOTUP, 
junto con otras importantes normas aprobadas 
en estos años, me parece que justifican el cri-
terio expuesto de que, si no en la forma, sí en 
el fondo, se ha operado un cambio total, una 
verdadera revisión de la normativa urbanística. 
Entre los elementos relevantes de la reforma 
pueden citarse:

– � La primacía otorgada al criterio de desarrollo 
territorial y urbanístico sostenible, de forma 
asertiva e incluso polémica respecto de la 
evolución territorial de la comunidad en los 
últimos decenios.

– � En coherencia con ello, el amplio desarro-
llo de los criterios de ocupación racional del 
suelo, el uso de conceptos novedosos como 
el paisaje de relevancia regional, las nota-
bles modificaciones en el régimen del suelo 
no urbanizable, el refuerzo del control público 
sobre los procesos de empleo del territorio, la 

búsqueda de soluciones a las situaciones he-
redadas de fuerte impacto territorial, paisajís-
tico o ambiental, y la creación de la Agencia 
Valenciana de Protección del Territorio.

– � La modificación de estándares urbanísticos 
y porcentajes de aprovechamiento urbanís- 
tico público y edificabilidad para viviendas 
protegidas.

– � El desarrollo de un régimen específico para 
las actuaciones de regeneración urbana.

Hay que añadir que, pese a su juventud, el texto 
refundido de la LOTUP ya ha sido modificado 
cinco veces, mediante tres normas de medidas 
y dos decretos-ley específicos. Entre las innova-
ciones que se han ido introduciendo cabe citar 
los criterios para la implantación de instalacio-
nes de generación de energías renovables, la 
habilitación para destinar bienes de los patrimo-
nios públicos de suelo para la implantación de 
actividades industriales, el fomento de la reha-
bilitación de núcleos rurales tradicionales o de 
arquitectura vernácula y las medidas de preven-
ción de incendios forestales.

Además de lo anterior, en la Comunidad Valen-
ciana se ha aprobado en estos años una larga 
serie de normas complementarias (varias de 
ellas ya modificadas) con diferente grado de re-
levancia:

– � La Ley de la Huerta de València29, una norma 
de ordenación territorial para un ámbito sin-
gular, que ha sido desarrollada por un plan de 
acción territorial específico30.

– � El Plan de Acción Territorial de la Infraes- 
tructura Verde del Litoral y del Catálogo de 
Playas31.

– � El decreto que regula las entidades colabo-
radoras en la verificación de actuaciones ur-
banísticas32.

23	 Decreto 192/2019, de 26 de septiembre, de 26 de sep-
tiembre, por el que se modifica el Decreto 164/2003, de 18 
de septiembre, por el que se regula la composición del 
Consejo de Ordenación del Territorio y Urbanismo (BOC 
4/10/2019).
24	 Ley de Cantabria 2/2004, de 27 de septiembre, del Plan 
de Ordenación del Litoral (BOC 28/09/2004).
25	 Ley de Cantabria 11/2022, de 28 de diciembre, de 
Medidas Fiscales y Administrativas (BOC 29/12/2022).
26	 La normativa urbanística valenciana puede consultarse 
en BOE.es - Código de Urbanismo de la Comunidad 
Valenciana.
27	 Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de 
Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje de la 
Comunitat Valenciana (DOCV 31/07/2014), que fue modifica-
da en diez ocasiones antes de refundirse, siete de ellas a 
partir de 2018.

28	 Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell, 
de aprobación del texto refundido de la Ley de ordenación 
del territorio, urbanismo y paisaje (DOGV 16/07/2021).
29	 Ley 5/2018, de 6 de marzo, de la Generalitat, de la 
Huerta de València (DOCV 12/03/2018).
30	 Decreto 219/2018, de 30 de noviembre, del Consell, por 
el que se aprueba el Plan de acción territorial de ordenación 
y dinamización de la Huerta de València (DOCV 20/12/2018).
31	 Decreto 58/2018, de 4 de mayo, por el que se aprueba 
el Plan de Acción Territorial de la Infraestructura Verde del 
Litoral de la Comunitat Valenciana y el Catálogo de Playas 
de la Comunitat Valenciana (DOCV 11/05/2018).
32	 Decreto 62/2020, de 15 de mayo, del Consell, de regu-
lación de las entidades colaboradoras de la Administración 
municipal en la verificación de las actuaciones urbanísticas 
y de creación de su registro (DOGV 20/05/2020).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=013_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_Valenciana&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=013_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_Valenciana&tipo=C&modo=2
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– � El decreto ley de medidas para acelerar la 
implantación de instalaciones de energía re-
novable33.

– � El decreto que regula la declaración respon-
sable para la primera ocupación y sucesivas 
de viviendas34.

– � El decreto que aprueba los estatutos de 
la Agencia Valenciana de Protección del 
Territorio35.

~ � El decreto que regula la plataforma urbanísti-
ca digital y la presentación de los instrumen-
tos de planificación urbanística y territorial36.

– � Y el acuerdo que declara el primer “proyec-
to territorial estratégico”37, mediante el cual la 
Comunidad Valenciana se incorpora a esta di-
fundida tendencia.

3.  Comunidades con cambios 
relevantes, significativos o 
numerosos

3.1.  Galicia38

No incluyo Galicia entre las comunidades con 
revisión completa de su marco normativo del ur-
banismo porque dicha revisión ya fue llevada a 
cabo en 2016. Sin embargo, tanto por los cam-
bios introducidos en las normas ya aprobadas 
como, sobre todo, por las nuevas normas que 
han entrado en vigor en estos años, Galicia es 
la primera de las comunidades que incluyo entre 
las que han introducido en su normativa urba-
nística cambios relevantes, significativos o nu-
merosos; tres condiciones que en este caso se 
cumplen simultáneamente.

En primer lugar, la Ley del Suelo de Galicia39 
aprobada en 2016, ya ha sido modificada once 
veces, de las cuales nueve en el periodo objeto 
de este estudio: seis por leyes de medidas (in-
cluyendo la ley de simplificación), dos por leyes 
que comentaré después (ordenación del territo-
rio y regeneración urbana) y otra mediante una 
ley sectorial agraria. En ningún caso se trata de 
cambios sustanciales, ni siquiera acumulativa-
mente. Creo que lo más notable son los matices 
en las categorías y usos del suelo rústico, los 
ajustes en las condiciones para las edificaciones 
tradicionales y el uso de terrenos dotacionales y 
la regulación de los planes básicos municipales, 
una innovación del urbanismo gallego.

En cuanto al Reglamento de la Ley del Suelo40 
ha sido modificado siete veces en estos años: 
por leyes de medidas, por decretos organizati-
vos, por la ley de ordenación del territorio... Pero 
tampoco, ni de forma aislada ni en conjunto, me 
parece que se pueda hablar de cambios sustan-
ciales, sino de ajustes más o menos coherentes 
con los introducidos en la Ley del Suelo. Como 
excepción, en 2019 un decreto específico de 
modificación introdujo numerosos ajustes que 
en conjunto suponen una adaptación a la expe-
riencia de aplicación durante los primeros tres 
años de vigencia del Reglamento, tanto en el 
suelo urbano no consolidado como, sobre todo, 
en suelo rústico, buscando favorecer la explo-
tación y gestión sostenible de los recursos na-
turales y las edificaciones vinculadas con ella, 
entendiendo incluido todo lo relativo con el tu-
rismo y el fomento de la rehabilitación de las 
construcciones tradicionales.

Otras normas vigentes en Galicia también han 
sufrido modificaciones, como la Ley de Pro-
tección del Paisaje41 y la Ley de fomento de la 
implantación de iniciativas empresariales42, ur-
banística solo en una parte. Pero más impor-
tante es el conjunto de nuevas normas, aunque 
aisladamente jueguen un papel complementario 

33	 Decreto Ley 14/2020, de 7 de agosto, del Consell, de 
medidas para acelerar la implantación de instalaciones para 
el aprovechamiento de las energías renovables por la emer-
gencia climática y la necesidad de la urgente reactivación 
económica (DOGV 28/08/2020).
34	 Decreto 12/2021, de 22 de enero, del Consell, de regu-
lación de la declaración responsable para la primera ocupa-
ción y sucesivas de viviendas (DOGV 3/02/2021).
35	 Decreto 52/2021, de 9 de abril, del Consell, de aproba-
ción de los estatutos de la Agència Valenciana de Protecció 
del Territori (DOGV 27/04/2021).
36	 Decreto 65/2021, de 14 de mayo, del Consell, de regu-
lación de la Plataforma Urbanística Digital y de la presenta-
ción de los instrumentos de planificación urbanística y 
territorial (DOGV 1/06/2021).
37	 Acuerdo de 16 de diciembre de 2022, del Consell, por el 
que se declara como proyecto territorial estratégico para 

industrias de alto componente tecnológico e innovador la 
iniciativa presentada por la empresa Power Holdco Spain, 
SA, en el término municipal de Sagunto (DOGV 19/12/2022).
38	 La normativa urbanística gallega puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo de Galicia.
39	 Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia (DOG 
19/02/2016).
40	 Decreto 143/2016, de 22 de septiembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, 
del suelo de Galicia (DOG 9/11/2016).
41	 Ley 7/2008, de 7 de julio, de Protección del Paisaje de 
Galicia (DOG 18/07/2008).
42	 Ley 5/2017, de 19 de octubre, de fomento de la implan-
tación de iniciativas empresariales en Galicia (DOG 
25/10/2017).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=072_Codigo_de_Urbanismo_de_Galicia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=072_Codigo_de_Urbanismo_de_Galicia&tipo=C&modo=2
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o auxiliar en el sistema normativo gallego. En 
orden cronológico:

– � El Decreto que aprueba el Plan Básico Auto-
nómico43, interesante nueva figura urbanística 
que se promueve por la administración regio-
nal para delimitar las afecciones derivadas de 
la legislación sectorial y de los planes de or-
denación del territorio e identificar los asen-
tamientos existentes, y que servirá de base 
para los planes básicos municipales, figura a 
su vez concebida para la ordenación urbanís-
tica de los pequeños municipios.

– � El Reglamento del Jurado de Expropiación de 
Galicia44.

– � La Ley de rehabilitación y de regeneración y 
renovación urbanas45, que incorpora a la nor-
mativa urbanística los conceptos citados en 
su título, adaptándose así al marco básico 
estatal.

– � El Reglamento de la Ley de protección del 
paisaje46 y las Directrices de paisaje de Gali-
cia47, que desarrollan la ley aprobada en 2008 
con esa finalidad.

– � La Ley de Ordenación del Territorio48, que 
sustituye a la norma homónima que estaba en 
vigor desde 1995, y que ya precisaba una ac-
tualización después de seis modificaciones: 
actualización tanto en cuanto a sus principios, 
criterios orientadores, fines y objetivos, como 
en cuanto a la definición de los instrumen-
tos de planificación territorial, su contenido y 
su tramitación; cabe destacar, en línea con 
la mayoría de las comunidades, la regulación 
de los proyectos estratégicos, que aquí se lla-
man “proyectos de interés autonómico”.

– � La Ley de impulso demográfico de Galicia49, 
segunda de las leyes relacionadas con la 
despoblación que comentaré, que a mi juicio 
constituyen una nueva variante o desarrollo 

de la legislación sobre ordenación del territo-
rio; de las tres leyes que se han aprobado, la 
gallega es seguramente la menos urbanística 
o territorial, y la más orientada a los aspectos 
de carácter social, de apoyo a las familias, 
fomento de la natalidad, conciliación, retorno 
de emigrantes, etc.

– � La Ley de simplificación administrativa y de 
apoyo a la reactivación económica50 es una 
norma multi-focal, dictada al igual que muchas 
otras en toda España como reacción a la crisis 
generada por la pandemia COVID y orientada 
sobre todo a facilitar la actividad económica me-
diante la rebaja de las cargas administrativas 
sobre las iniciativas empresariales; en el ámbito 
urbanístico, esto se vincula con el régimen de 
obtención de la licencia municipal.

– � El Decreto que regula la Junta Consultiva en Ma-
teria de Ordenación del Territorio y Urbanismo51, 
un nuevo órgano consultivo, con funciones ase-
soras y de tutela de la legislación vigente.

– � Y por último, la Ley de áreas empresariales52, 
una norma del nutrido grupo de las que per-
siguen facilitar, impulsar o recuperar la activi-
dad económica, en este caso en lo relativo a 
la regulación del suelo empresarial público, 
para la cual se establecen mecanismos es-
pecíficos. 

Por último, la actividad del gobierno gallego en 
materia de ordenación del territorio se ha limi-
tado a la aprobación de un proyecto sectorial 
para ampliar el parque tecnológico y logístico 
de Vigo53.

3.2. Castilla-La Mancha54

La Comunidad de Castilla-La Mancha ha des-
plegado una actividad normativa por la que 

43	 Decreto 83/2018, de 26 de julio, por el que se aprueba 
el Plan básico autonómico de Galicia (DOG 27/08/2018), 
actualizado en tres ocasiones.
44	 Decreto 172/2018, de 20 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de organización y régimen de funcio-
namiento del Jurado de Expropiación de Galicia (DOG 
14/01/2019).
45	 Ley 1/2019, de 22 abril, de rehabilitación y de regenera-
ción y renovación urbanas de Galicia (DOG 2/05/2019).
46	 Decreto 96/2020, de 29 de mayo, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley 7/2008, de 7 de julio, de protección 
del paisaje de Galicia (DOG 8/07/2020).
47	 Decreto 238/2020, de 29 de diciembre, por el que se 
aprueban las Directrices de paisaje de Galicia (DOG 
1/02/2021).
48	 Ley 1/2021, de 8 de enero, de Ordenación del Territorio 
de Galicia (DOG 14/01/2021).

49	 Ley 5/2021, de 2 de febrero, de impulso demográfico de 
Galicia (DOG 9/02/2021).
50	 Ley 9/2021, de 25 de febrero, de simplificación adminis-
trativa y de apoyo a la reactivación económica de Galicia 
(DOG 26/02/2021).
51	 Decreto 36/2022, de 10 de marzo, por el que se crea y 
regula la Junta Consultiva en Materia de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo (DOG 23/03/2022).
52	 Ley 3/2022, de 18 de octubre, de áreas empresariales 
de Galicia (DOG 21/10/2022).
53	 Acuerdo del Consello de la Xunta de Galicia de 17 de 
abril de 2020, de aprobación definitiva del proyecto sectorial 
para la ampliación del Parque Tecnológico y Logístico de 
Vigo (DOG 25/05/2020).
54	 La normativa urbanística castellano-manchega puede 
consultarse en BOE.es - Código de Urbanismo de Castilla-
La Mancha.

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=068_Codigo_de_Urbanismo_de_Castilla-La_Mancha&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=068_Codigo_de_Urbanismo_de_Castilla-La_Mancha&tipo=C&modo=2
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merece ser considerada dentro del grupo de 
comunidades con reformas significativas o re-
levantes. En primer lugar, la Ley de Ordena-
ción del Territorio y de la Actividad Urbanística 
(LOTAU)55, que data de 2010, se ha modificado 
tres veces, lo que se suma a cinco modificacio-
nes previas: 

– � En 2020, una ley sobre proyectos priorita-
rios56, sin relación con su contenido (que se 
verá después), avanzó alguna medida de la 
esperada ley de seguridad jurídica del urba-
nismo; pero esta incursión en materia reser-
vada al legislador estatal hubo de retirarse en 
la ley de medidas de 2022, así como también 
el procedimiento para desclasificar suelo ur-
banizable no programado.

– � En 2021, la Ley de simplificación urbanísti-
ca57 efectuó una amplia reforma con muchos 
matices, pues si bien se asumen principios 
de desarrollo sostenible (uso racional del 
suelo, lucha contra la dispersión urbana, pro-
tagonismo de la ciudad existente, fomento 
de edificios de bajo consumo energético...), 
el peso recae en la flexibilización de conteni-
dos y requisitos del planeamiento, incluso en 
temas sensibles como reservas para vivien-
das protegidas, zonas verdes y aparcamien-
tos; y se reformulan múltiples regulaciones, 
por ejemplo en materia de autorizaciones pro-
visionales, régimen de fuera de ordenación, 
declaración responsable, proyectos en suelo 
rústico, patrimonios públicos de suelo, etc. 
Llamativa es la innovación de establecer un 
régimen de transferencias, a favor de los te-
rritorios rurales, de las plusvalías urbanísticas 
generadas en los grandes municipios.

– � Y en 2022 una ley de medidas58 retiró, como 
ya se ha dicho, varias modificaciones aproba-
das en 2020, y flexibilizó (más) las exencio-
nes del cumplimiento de los estándares de 
calidad urbana.

Además de esas modificaciones, hay que citar 
tres nuevas normas de interés: la primera fue 

el decreto de medidas para facilitar la actividad 
urbanística de la ciudadanía y los pequeños mu-
nicipios59 aprobado en 2018, que modificó los 
cinco reglamentos urbanísticos de Castilla-La 
Mancha; vistas en conjunto, se trata de medi-
das para adaptar la regulación urbanística a la 
realidad de los pequeños municipios en materia 
de planeamiento, estándares urbanísticos y sis-
temas de actuación.

La Ley de medidas urgentes para la declaración 
de proyectos prioritarios ya se ha comentado en 
cuanto modificadora de la LOTAU. Pero su ob-
jeto principal, en línea con otras innovaciones 
similares en toda España, es agilizar la tramita-
ción de los proyectos que se consideren estra-
tégicos y otorgarles otras ventajas en materia de 
efectos o incentivos.

Un lugar especial lo ocupa la Ley de medidas 
frente a la despoblación60 aprobada en 2021, 
que no es propiamente urbanística sino “mul-
ti-focal”, y persigue orientar el conjunto de las 
políticas públicas en torno a la lucha contra la 
despoblación. Y en tal sentido, al igual que las 
normas análogas aprobadas en Galicia y Ex-
tremadura, puede considerarse una variante, o 
una nueva etapa, en el marco de las normas de 
ordenación del territorio.

3.3. Canarias61

También en Canarias se ha desplegado una in-
tensa actividad normativa, tanto mediante la mo-
dificación de normas vigentes como mediante 
la aprobación de otras nuevas, sobre todo de 
nivel reglamentario. En efecto, sin duda lo más 
relevante de este periodo se concentra en unos 
pocos meses, de diciembre de 2018 a marzo de 
2019, cuando se aprobaron los tres reglamentos 
que desarrollan la Ley del Suelo de Canarias 
(de planeamiento62, intervención y protección de 
la legalidad63 y gestión y ejecución64) y otros tres 

55	 Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del 
Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha 
(DOCM 21/05/2010).
56	 Ley 5/2020, de 24 de julio, de Medidas Urgentes para la 
Declaración de Proyectos Prioritarios en Castilla-La Mancha 
(DOCM 31/07/2020).
57	 Ley 1/2021, de 12 de febrero, de Simplificación 
Urbanística y Medidas Administrativas (DOCM 25/02/2021).
58	 Ley 1/2022, de 14 de enero, de Medidas Tributarias y 
Administrativas de Castilla-La Mancha (DOCM 19/01/2022).
59	 Decreto 86/2018, de 20 de noviembre, de medidas para 
facilitar la actividad urbanística de la ciudadanía y los peque-
ños municipios (DOCM 30/11/2018).

60	 Ley 2/2021, de 7 de mayo, de Medidas Económicas, 
Sociales y Tributarias frente a la Despoblación y para el 
Desarrollo del Medio Rural (DOCM 12/07/2021).
61	 La normativa urbanística canaria puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo de las Islas Canarias.
62	 Decreto 181/2018, de 26 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de Planeamiento de Canarias (BOC 
9/01/2019).
63	 Decreto 182/2018, de 26 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de Intervención y Protección de la 
Legalidad Urbanística de Canarias (BOC 9/01/2019).
64	 Decreto 183/2018, de 26 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de Gestión y Ejecución del 
Planeamiento de Canarias (BOC 9/01/2019).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=078_Codigo_de_Urbanismo_de_las_Islas_Canarias&tipo=C&modo=2
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decretos relevantes de carácter organizativo e 
instrumental65.

Además de esta temporalmente apretada serie 
de normas, también hay que reseñar las modifi-
caciones sucesivas de la Ley del Suelo66:

– � En 2018, por el ya citado Reglamento de In-
tervención y Protección de la Legalidad Ur-
banística, que pese a su diferente nivel en la 
jerarquía normativa, modificó los listados de 
actuaciones sujetas a licencia o exentas de 
la misma, conforme a la habilitación que le 
otorgó la propia ley.

– � En 2019, un breve decreto ley67 eliminó algu-
na ventaja concedida a las personas físicas 
o jurídicas que tuvieran la consideración de 
“protectores del medio territorial”.

– � En 2020, un decreto ley de medidas urgen-
tes68, teniendo como objetivo prioritario “la 
agilización de la actividad urbanística ante los 
obstáculos detectados en la aplicación prácti-
ca” de la Ley del Suelo, introdujo numerosos 
ajustes en cuanto a usos e instalaciones en 
suelo rústico, en particular sobre explotacio-
nes ganaderas, generación de energías re-
novables y construcciones en situación de 
consolidación; también se potenció la figura 
de la comunicación previa.

– � Y en 2022, otro decreto ley69 y la ley de 
cambio climático70 han modificado varios 
pormenores sobre los procedimientos de de-
claración de parques y reservas naturales y 
legalización de explotaciones ganaderas, y 
han ampliado el plazo para evitar la desclasi-
ficación de suelo urbanizable sin plan parcial 
contenidos en planes generales de ordena-
ción no adaptados.

También hay que citar las modificaciones de Ley 
de renovación y modernización turística71 de 
2013 y de su Reglamento72 aprobado en 2015; 
su inclusión entre las normas urbanísticas nos 
muestra una peculiaridad del derecho urbanís-
tico canario, que presta una atención singula-
rísima a todo lo relativo a la actividad turística, 
a sus procesos de implantación y al control de 
sus repercusiones sobre las islas, que son un 
ámbito territorialmente muy limitado. De ahí que 
normas cuyo título parece sectorialmente limi-
tado al ámbito turístico son en su contenido de 
naturaleza urbanística y territorial.

Por último, otras dos nuevas normas relevan-
tes son:

– � La Ley de ordenación del territorio de la acti-
vidad turística en El Hierro, La Gomera y La 
Palma73 que ya en su título denota esa es-
pecial dedicación de las normas canarias a 
las implicaciones del fenómeno turístico; con 
la peculiaridad añadida de distinguir entre 
las cuatro islas donde alcanza un desarro-
llo masivo, y las tres más pequeñas, menos 
condicionadas por tanto por las necesarias li-
mitaciones introducidas en las grandes.

– � Y el decreto ley para la reconstrucción de vi-
viendas afectadas por la erupción volcánica 
en La Palma74, una figura sin duda especial 
que justifica por razones sociales la adop-
ción de medidas ingeniosas que habilitan 
una suerte de transferencia de edificabilidad 
y unas condiciones muy laxas para la cons-
trucción de nuevas viviendas en prácticamen-
te todo tipo de suelo.

65	 Decreto 13/2019, de 25 de febrero, por el que se crea el 
Órgano Colegiado de Evaluación Ambiental e Informe Único 
de Canarias, y se aprueba su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento (BOC 12/03/2019), Decreto 25/2019, de 25 
de marzo, por el que se crea el Registro de Planeamiento de 
Canarias y se aprueba su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento (BOC 8/04/2019) y Decreto 26/2019, de 25 
de marzo, por el que se crea la Oficina de Consulta Jurídica 
sobre Ordenación del Territorio y Urbanismo de Canarias, y se 
aprueba su Reglamento de Organización y Funcionamiento 
(BOC 8/04/2019).
66	 Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios 
Naturales Protegidos de Canarias (BOC 19/07/2017).
67	 Decreto Ley 2/2019, de 25 de febrero, de modificación 
de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios 
Naturales Protegidos de Canarias (BOC 26/02/2019).
68	 Decreto Ley 15/2020, de 10 de septiembre, de medidas 
urgentes de impulso de los sectores primario, energético, 
turístico y territorial de Canarias (BOC 11/09/2020), aproba-
do como Ley 5/2021, de 21 de diciembre (BOC 27/12/2021).

69	 Decreto Ley 7/2022, de 26 de mayo (BOC 1/06/2022), 
con denominación casi tan larga como su propio contenido.
70	 Ley 6/2022, de 27 de diciembre, de cambio climático y 
transición energética de Canarias (BOC 31/12/2022).
71	 Ley 2/2013, de 29 de mayo, de renovación y moderniza-
ción turística de Canarias (BOC 31/05/2013), modificada por 
la Ley 14/2019, de 25 de abril (BOC 13/05/2019) y el Decreto 
Ley 15/2020, de 10 de septiembre (BOC 11/09/2020).
72	 Decreto 85/2015, de 14 de mayo, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley de renovación y modernización tu-
rística de Canarias (BOC 25/05/2015), modificado por el 
Decreto Ley 15/2020, de 10 de septiembre (BOC 
11/09/2020).
73	 Ley 14/2019, de 25 de abril, de ordenación territorial de 
la actividad turística en las islas de El Hierro, La Gomera y 
La Palma (BOC 13/05/2019), ya modificada.
74	 Decreto Ley 1/2022, de 20 de enero, por el que se adop-
tan medidas urgentes en materia urbanística y económica 
para la construcción o reconstrucción de viviendas habitua-
les afectadas por la erupción volcánica en la isla de La 
Palma (BOC 24/01/2022), modificado ya cuatro veces.
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3.4. Asturias75

Hasta fines de 2022, Asturias figuraba en el ter-
cer grupo de comunidades, las que solo han 
realizado cambios menores en sus normas ur-
banísticas. En efecto, el texto refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de or-
denación del territorio y urbanismo76, modificado 
ya cinco veces, lo fue otra vez en 2021 mediante 
una ley de medidas77, la cual abordó la coor-
dinación interadministrativa en el planeamien-
to, o sea el problema los informes sectoriales; y 
como otras normas autonómicas, intentó en lo 
posible ordenar la cuestión, articulando un “pro-
cedimiento de coordinación de informes secto-
riales autonómicos”; además de ello se introdujo 
la declaración responsable como mecanismo de 
control alternativo a la licencia. Dos cambios de 
importancia, pero bien acotados.

El panorama cambió drásticamente con la publi-
cación en noviembre de 2022 del nuevo Regla-
mento de Ordenación del Territorio y Urbanismo 
(ROTU)78 que sustituye al anterior, vigente 
desde 2008. Ante la dificultad para aprobar una 
nueva ley urbanística general con la actual con-
formación del parlamento regional, la opción ha 
sido adelantar la reforma del Reglamento, aun-
que haya habido que hacerlo con las limitacio-
nes que se derivan de su compatibilización con 
una ley de 2004. Aun así, son muchas las me-
joras que se han introducido; en tal sentido hay 
que poner de relieve el esfuerzo por perfeccio-
nar los instrumentos de intervención en la ciu-
dad consolidada, desarrollando hasta el límite 
de la potestad reglamentaria figuras como las 
actuaciones para la obtención de dotaciones 
públicas en suelo urbano no consolidado o el 
régimen de ejecución forzosa para edificar par-
celas o rehabilitar edificios de manera conjunta 
(ya sea forzosa o concertadamente) entre pro-
piedad, administración y promotor.

3.5. Comunidad de Madrid79

En la Comunidad de Madrid la actividad norma-
tiva en materia de urbanismo es bipolar: si aten-
demos solo a las publicaciones en el BOCM la 
producción es escasa; sin embargo, el rumor 
sobre la legislación urbanística que se va a 
aprobar en algún momento del futuro es cons-
tante: siempre hay (al menos) un grupo de pres-
tigiosos juristas y urbanistas trabajando en un 
anteproyecto.

Ciñéndonos a las normas vigentes, hasta di-
ciembre de 2022 solo se podían citar dos modifi-
caciones de la Ley del Suelo80, que se sumaban 
a las quince aprobadas desde 2001. La primera 
reforma81 hizo viable la gestión urbanística por 
fases, mientras que la segunda82 incorporó la 
declaración responsable para los actos de uso 
del suelo más sencillos. De modo que en la pri-
mera redacción de este estudio Madrid se ubi-
caba en el grupo de comunidades con cambios 
menores en su derecho urbanístico.

Pero en diciembre de 2022, la aprobación de 
una llamada “Ley Ómnibus”83 ha cambiado el 
panorama al realizar una relativamente amplia 
modificación de la Ley del Suelo, que se intuye 
como la punta del iceberg de una reforma ge-
neral que ya no verá la luz en esta legislatura. 
Desde luego que el apelativo metafórico carece 
de sentido porque no hay un verdadero sustra-
to común justificativo de los múltiples cambios 
operados: es una más de tantas leyes de me-
didas urgentes. En su mayor parte se trata de 
una actualización, introduciendo normas ya di-
fundidas en otras comunidades: actuaciones de 
dotación, transferencias de aprovechamiento en 
suelo consolidado, flexibilización de los usos en 
suelo rústico, de los contenidos y trámites del 
planeamiento y de los patrimonios públicos de 
suelo, aumento de las potestades de los planes 
especiales, reformulación general de lo relativo 
a licencias y declaraciones responsables, y una 
detalladísima regulación de las “entidades pri-
vadas colaboradoras urbanísticas” que obliga a 
un alarde latinista en la numeración de artículos.

75	 La normativa urbanística asturiana puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo del Principado de Asturias.
76	 Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vi-
gentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo 
(BOPA 27/04/2004).
77	 Ley del Principado de Asturias 4/2021, de 1 de diciem-
bre, de Medidas Administrativas Urgentes (BOPA 3/12/2021).
78	 Decreto 63/2022, de 21 de octubre, por el que se aprue-
ba el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo 
del Principado de Asturias (BOPA 3/11/2022). 
79	 La normativa urbanística madrileña puede consultarse 
en BOE.es - Código de Urbanismo de la Comunidad de 
Madrid.

80	 Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad 
de Madrid (BOCM 27/07/2001).
81	 Ley 2/2018, de 4 de mayo, de modificación de la Ley 
9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, 
para la regulación de los desarrollos urbanísticos a través de 
fases o unidades funcionales (BOCM 18/05/2018).
82	 Ley 1/2020, de 8 de octubre, por la que se modifica la 
Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de 
Madrid, para el impulso y reactivación de la actividad urba-
nística (BOCM 15/10/2020).
83	 Ley 11/2022, de 21 de diciembre, de Medidas Urgentes 
para el Impulso de la Actividad Económica y la Modernización 
de la Administración de la Comunidad de Madrid (BOCM 
22/12/2022).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=026_Codigo_de_Urbanismo_del_Principado_de_Asturias&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=080_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_de_Madrid&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=080_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_de_Madrid&tipo=C&modo=2
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Por último, en el nivel territorial la Comunidad 
de Madrid se caracteriza por un largo silencio: 
la ley de política territorial84 consumía su terce-
ra década sin instrumentos que la desarrollasen 
cuando la “Ley Ómnibus” ha modificado la de-
finición de las “actuaciones de interés regional” 
y sobre todo la regulación de los “proyectos de 
alcance regional” como versión local de los pro-
yectos estratégicos.

3.6. Cataluña85

Cataluña es otra comunidad que ha compagi-
nado en estos años una profusa serie de modi-
ficaciones de la normativa urbanística, en gran 
parte recurriendo a la técnica del decreto ley, 
con la aprobación de algunas normas comple-
mentarias relevantes. Así el texto refundido de 
la Ley de Urbanismo86, que data de 2010, acu-
mula quince modificaciones, de las cuales ocho 
en este periodo, mediante una serie de leyes 
y decretos ley de medidas y otras normas de 
ámbito sectorial. Algunas de ellas afectan tam-
bién al Reglamento aprobado en 200687. Tanta 
profusión incluye la rareza de un decreto ley no 
convalidado por el Parlamento, que por tanto 
decayó88. Del resto cabe destacar:

– � En 2019, un decreto ley de medidas “para la 
emergencia climática”89 aportó varias modifi-
caciones de la ley y del reglamento para re-
gular con detalle las condiciones urbanísticas 
de las instalaciones para el aprovechamiento 
de la energía solar.

– � También en 2019, un decreto ley de medidas 
sobre acceso a la vivienda90 cambió el con-
cepto de “viviendas dotacionales públicas” 
por el de “equipamiento comunitario de aloja-
miento dotacional” y favoreció decisivamente 
la construcción de alojamientos dotacionales; 
otro decreto ley en 202091 añadió más medi-
das para estimular la promoción de vivienda 
con protección oficial y de nuevas modalida-
des de alojamiento en régimen de alquiler.

– � En 2020, una heterogénea ley de medidas92 
reformó la organización administrativa del ur-
banismo, dando más peso a los aspectos te-
rritoriales, y sobre todo introdujo el “informe 
de idoneidad técnica” en el procedimiento de 
otorgamiento de las licencias, como alterna-
tiva a los informes del personal de la admi-
nistración, a los que se equiparan. Esta ley 
también modificó el Reglamento de protec-
ción de la legalidad93 y la Ley del Área Metro-
politana de Barcelona94.

– � Entre 2020 y 2021 otras tres normas modifi-
caron la Ley de Urbanismo95, bastando la lec-
tura de sus títulos para hacernos una idea de 
sus objetivos. Digamos de paso que la nor-
mativa urbanística catalana acumula cierto 
grado de confusión por existir disposiciones 
solo parcialmente urbanísticas y otras de las 
que se mantienen algunos preceptos aislados 
como “flecos” del sistema96. 

En este periodo se han aprobado en Cataluña 
otras tres nuevas normas relevantes97: 

84	 Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política 
Territorial, Suelo y Urbanismo (BOCM 11/04/1995).
85	 La normativa urbanística catalana puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo de Cataluña.
86	 Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo 
(DOGC 5/08/2010).
87	 Decreto 305/2006, de 18 de julio, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley de Urbanismo (DOGC 24/07/2006).
88	 Decreto Ley 5/2019, de 5 de marzo, de medidas urgen-
tes para mejorar el acceso a la vivienda (DOGC 7/03/2019), 
que caducó por ausencia de convalidación parlamentaria 
(DOGC 8/05/2019).
89	 Decreto Ley 16/2019, de 26 de noviembre, de medidas 
urgentes para la emergencia climática y el impulso a las 
energías renovables (DOGC 28/11/2019).
90	 Decreto Ley 17/2019, de 23 de diciembre, de medidas 
urgentes para mejorar el acceso a la vivienda (DOGC 
30/12/2019).
91	 Decreto Ley 50/2020, de 9 de diciembre, de medidas 
urgentes para estimular la promoción de vivienda con pro-
tección oficial y de nuevas modalidades de alojamiento en 
régimen de alquiler (DOGC 11/12/2020).
92	 Ley 5/2020, de 29 de abril, de medidas fiscales, finan-
cieras, administrativas y del sector público y de creación del 
impuesto sobre las instalaciones que inciden en el medio 
ambiente (DOGC 30/04/2020).

93	 Decreto 64/2014, de 13 de mayo, por el que se aprueba 
el Reglamento sobre protección de la legalidad urbanística 
(DOGC 15/05/2014).
94	 Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de 
Barcelona (DOGC 6/09/2010).
95	 Decreto Ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas urgen-
tes en materia de urbanismo, fianzas y ambiental (DOGC 
14/05/2020), Ley 18/2020, de 28 de diciembre, de facilitación 
de la actividad económica (DOGC 31/12/2020) y Decreto 
Ley 17/2021, de 20 de julio, por el que se adoptan medidas 
extraordinarias de limitación a la densidad ganadera (DOGC 
21/07/2021).
96	 Así sucede con la Ley 3/2012, de 22 de febrero (DOGC 
29/02/2012) y con el ya citado Decreto Ley 17/2019, de 23 
de diciembre (DOGC 30/12/2019): normas profusamente 
modificadas pero nunca derogadas.
97	 Y dos decretos de carácter organizativo: el Decreto 
214/2018, de 9 de octubre, de despliegue de competencias 
reconocidas al Consejo General de Arán en materia de orde-
nación del territorio y urbanismo (Comisión de Urbanismo de 
Arán) (DOGC 11/10/2018) y el Decreto 219/2019, de 22 de 
octubre, de creación de la Comisión Territorial de Urbanismo 
de El Penedès y de modificación del Decreto 68/2014, de 20 
de mayo, por el que se regula la composición y el funciona-
miento interno de los órganos urbanísticos de la Generalidad 
de carácter colegiado (DOGC 24/10/2019).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=079_Codigo_de_Urbanismo_de_Cataluna&tipo=C&modo=2
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– � La Ley del Litoral98, que aborda su ordenación 
y gestión con una perspectiva integrada, arbi-
trando instrumentos (planes de uso del litoral 
y de las playas) y reglas para la utilización del 
dominio público marítimo-terrestre y para la 
intervención administrativa en las zonas de 
servidumbre.

– � La Ley de las áreas de promoción económica 
urbana99, que introduce este concepto “con el 
objetivo de modernizar, innovar y promocio-
nar determinadas zonas urbanas” en el marco 
de un modelo de ciudad compacta, compleja 
y cohesionada. Áreas para cuya dirección y 
gestión se establece un sistema de colabora-
ción público-privado.

– � Y la Ley de mejoramiento de barrios y villas100, 
una norma instrumental que crea y regula un 
fondo de recuperación para paliar las desigual-
dades sociales en las ciudades y el territorio.

3.7. Murcia101

La Región de Murcia es otro ejemplo de comu-
nidad que ha reformado su normativa urbanísti-
ca sin acercarse a una revisión en profundidad, 
ya que la misma tuvo lugar en 2015, con la Ley 
de Ordenación Territorial y Urbanística102. En el 
periodo 2018-2022, esta norma fundamental del 
urbanismo murciano ha sufrido ocho modifica-
ciones y una anulación parcial por el Tribunal 
Constitucional:

– � En 2018, una ley de “aceleración de la trans-
formación del modelo económico regional”103 
modificó casi veinte preceptos con el objetivo 
explicitado en su título, aunque en verdad solo 
con un alcance limitado a ajustes técnicos tras 
unos años de aplicación de la ley.

– � En 2019 el Tribunal Constitucional anuló104 
una parte del artículo 145 con referencias 
(parece que competencialmente invasivas) a 
los efectos ambientales de las normas tran-
sitorias que se dictasen al suspenderse la 
vigencia de un plan urbanístico: casos de la-
boratorio sin trascendencia.

– � Entre 2020 y 2022, seis normas COVID (dos 
leyes y cuatro decretos-ley) más un decreto 
ley de dinamización de inversiones empresa-
riales105 han introducido varios cambios, de 
los cuales el más notable es la supresión de 
la comisión de coordinación de política territo-
rial (se mantiene un consejo asesor); también 
hay múltiples ajustes menores sobre tramita-
ción del planeamiento, tipologías de los pla-
nes, supuestos de declaración responsable... 

En cuanto a los proyectos estratégicos, en el 
caso de Murcia ostentan ese mismo nombre, 
estando regulados por una ley autonómica 
desde 2014; ahora bien, en 2022 han recibido 
un notable impulso al modificarse dicha ley por 
el ya citado decreto ley de dinamización de in-
versiones empresariales106.

Como norma nueva, es destacable la Ley de recu-
peración y protección del Mar Menor107, de conte-
nido ambicioso y focalizada en un ámbito territorial 
concreto, por lo que, al menos conceptualmente, 
puede considerarse una norma de ordenación del 
territorio. En su desarrollo se ha aprobado una es-
trategia108 que, junto con un decreto de objetivo lo-
gístico109, son las únicas experiencias en materia 
de ordenación del territorio llevadas a cabo por el 
gobierno murciano en estos años. 

3.8. Islas Baleares110

Las Islas Baleares es la última de las comunida-
des que incluyo en este grupo por los (en este 

98	 Ley 8/2020, de 30 de julio, de protección y ordenación 
del litoral (DOGC 3/08/2020).
99	 Ley 15/2020, de 22 de diciembre, de las áreas de pro-
moción económica urbana (DOGC 24/12/2020). 
100	 Ley 11/2022, de 29 de diciembre, de mejoramiento ur-
bano, ambiental y social de los barrios y villas (DOGC 
30/12/2022).
101	 La normativa urbanística murciana puede consultarse 
en BOE.es - Código de Urbanismo de la Región de Murcia.
102	 Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial 
y urbanística de la Región de Murcia (BORM 6/04/2015).
103	 Ley 10/2018, de 9 de noviembre, de Aceleración de la 
Transformación del Modelo Económico Regional para la 
Generación de Empleo Estable de Calidad (BORM 
10/11/2018).
104	 Sentencia del Tribunal Constitucional 161/2019, de 12 
de diciembre de 2019 (BOE 11/01/2020).
105	 Decreto Ley n.º 5/2022, de 20 de octubre, de dinamiza-
ción de inversiones empresariales, libertad de mercado y 
eficiencia pública (BORM 21/10/2022).

106	 Ley 2/2014, de 21 de marzo, de Proyectos Estratégicos, 
Simplificación Administrativa y Evaluación de los Servicios 
Públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
(BORM 27/03/2014).
107	 Ley 3/2020, de 27 de julio, de recuperación y protección 
del Mar Menor (BORM 1/08/2020), modificada ya tres veces.
108	 Decreto n.º 42/2021, de 31 de marzo, por el que se 
aprueba la “Estrategia de Gestión Integrada de Zonas 
Costeras del Sistema Socio-Ecológico del Mar Menor y su 
Entorno” (BORM 13/04/2021).
109	 Decreto n.º 128/2021, de 25 de junio, por el que se 
aprueba el Programa de Actuación Territorial de la Terminal 
Intermodal y Zona de Actividades Logísticas de Murcia (ZAL 
de Murcia-MEDFOOD) (BORM 30/06/2021).
110	 La normativa urbanística de las Islas Baleares puede 
consultarse en BOE.es - Código de Urbanismo de las Islas 
Baleares.

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=051_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Region__de_Murcia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=027_Codigo_de_Urbanismo_de_las_Islas_Baleares&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=027_Codigo_de_Urbanismo_de_las_Islas_Baleares&tipo=C&modo=2
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caso simplemente) numerosos cambios ope-
rados en su normativa urbanística. Baleares 
destaca por tener el número más alto de nor-
mas urbanísticas vigentes, de forma en muchos 
casos parcial, por efecto de una larga práctica 
de intensas y agitadas modificaciones. Sea por 
su peculiaridad organizativa, con Consejos In-
sulares que constituyen un nivel administrativo 
potente, intermedio entre la Comunidad y los 
Ayuntamientos; sea porque estos últimos resul-
tan especialmente activos en el campo del urba-
nismo por la fuerza de la actividad turística; sea 
porque dicha fuerza ha impulsado, aconsejado 
u obligado a repetidos ajustes normativos; sea 
porque la fragmentación política propicia el par-
cheo en la tramitación parlamentaria... lo cierto 
es que las Islas Baleares presentan el mayor 
grado de complejidad, cuando no de confusión, 
del marco normativo del urbanismo.

De acuerdo a esta peculiar tradición, en el pe-
riodo que comento se han sucedido numerosos 
cambios de alcance limitado si se estudian ais-
ladamente, pero de difícil comprensión global 
por las interacciones cruzadas entre normas. 
Así:

– � La Ley del Suelo Rústico111, modificada pre-
viamente en diez ocasiones, ha sido reforma-
da en 2022 para incorporar novedades sobre 
las actividades sujetas a autorización ambien-
tal integrada.

– � Las Directrices de Ordenación Territorial112 
acumulan veinticuatro modificaciones, de 
las que siete se han aprobado en los últimos 
años, integrando aportaciones sobre vivien-
da, agricultura, residuos y suelos contamina-
dos, cambio climático, actividades sujetas a 
autorización ambiental, etc.

– � La Ley de Ordenación Territorial113 aprobada 
en 2000 se ha modificado nueve veces, tres 
de ellas recientemente, en relación con los 
caminos públicos y rutas senderistas y para 
suprimir la Comisión de Coordinación de Po-
lítica Territorial.

– � También la Ley de atribución de competen-
cias a los Consejos Insulares en materia de 
ordenación del territorio114 vigente desde 2001 
se ha modificado tres veces en los últimos 
años, a pesar de que su brevedad no parece 
dejar espacio para tanto cambio.

– � El Reglamento general de la Ley de ordena-
ción y uso del suelo115, que se aplica solo en 
la isla de Mallorca (otra singularidad muy ba-
lear), se ha modificado en dos ocasiones, una 
por iniciativa del consejo insular y otra me-
diante un decreto ley autonómico.

– � Y la vigente Ley de Urbanismo116, que data 
de 2017, se ha modificado cuatro veces, si 
bien de forma ligera, incluso considerando los 
cambios acumulativamente.

Además de todas estas modificaciones y otras 
que omito, en gran parte cruzadas y reiterati-
vas, a veces mutuamente invalidantes, se han 
aprobado cuatro nuevas normas de contenido 
urbanístico:

– � Un decreto ley de medidas para la mejora y 
ampliación de la red de equipamientos públi-
cos117, luego modificado por la ley regional de 
ciencia.

– � La Ley de proyectos industriales estratégi-
cos118, en línea con las normas análogas que 
en casi todas las comunidades diseñan pro-
cedimientos ágiles para los proyectos con 
bendición oficial; también esta norma ha sido 
ya modificada, en dos ocasiones.

– � Y dos decretos ley de medidas urgentes119, 
de los cuales el segundo modifica al primero, 
además de a otras normas; ninguno de los 
dos se ciñe a su carácter esencialmente mo-
dificativo, pues ambos incorporan contenido 
sustantivo propio, que de esa forma se acu-
mula al mar de confusión que, como el Medi-
terráneo a las islas, rodea por todos lados al 
urbanismo balear. 

111	 Ley 6/1997, de 8 de julio, del Suelo Rústico de las Islas 
Baleares (BOIB 15/07/1997).
112	 Ley 6/1999, de 3 de abril, de las Directrices de 
Ordenación Territorial y Medidas Tributarias (BOIB 
17/04/1999).
113	 Ley 14/2000, de 21 de diciembre, de Ordenación 
Territorial (BOIB 27/12/2000).
114	 Ley 2/2001, de 7 de marzo, de Atribución de 
Competencias a los Consejos Insulares en Materia de 
Ordenación del Territorio (BOIB 15/03/2001).
115	 Reglamento general de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, 
de ordenación y uso del suelo, para la isla de Mallorca, apro-
bado por Acuerdo del Pleno del Consejo Insular de Mallorca 
de 16/04/2015 (BOIB 30/04/2015).

116	 Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de les 
Illes Balears (BOIB 29/12/2017).
117	 Decreto Ley 1/2018, de 19 de enero, de medidas ur-
gentes para la mejora y/o la ampliación de la red de equipa-
mientos públicos de usos educativos, sanitarios o sociales 
de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares (BOIB 
20/01/2018).
118	 Ley 14/2019, de 29 de marzo, de proyectos industria-
les estratégicos de las Illes Balears (BOIB 2/04/2019).
119	 Decreto Ley 9/2020, de 25 de mayo, de medidas ur-
gentes de protección del territorio de las Illes Balears (BOIB 
25/05/2020) y Decreto Ley 10/2022, de 27 de diciembre, de 
medidas urgentes en materia urbanística (BOIB 29/12/2022).
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4.  Comunidades con cambios 
menores

4.1. País Vasco120

Incluyo en el País Vasco entre las comunidades 
con cambios menores de su normativa urbanís-
tica, aunque más bien en una “zona gris”, pues-
to que la importancia de las nuevas Directrices 
de Ordenación Territorial podría justificar su in-
clusión entre las comunidades con cambios re-
levantes. Pero comienzo por la legislación sobre 
ordenación del territorio y urbanismo, que ha su-
frido cambios menores: 

– � La Ley de Ordenación del Territorio121 se ha 
modificado una sola vez, si bien con un cam-
bio muy relevante, pues se introduce en el 
País Vasco la muy difundida figura de los pro-
yectos estratégicos, aquí llamados “proyectos 
de interés público superior” 122.

– � Y la Ley de Suelo y Urbanismo123 se ha mo-
dificado dos veces, con matizaciones de pe-
queño alcance introducidas por las leyes de 
puertos y desarrollo rural.

Como nueva norma, de apariencia sectorial 
pero de contenido urbanístico, se ha aprobado 
una ley de ordenación territorial de grandes es-
tablecimientos comerciales124, que trae causa 
de la anulación del Plan Territorial Sectorial de 
Creación Pública de Suelo para Actividades 
Económicas y Equipamientos Comerciales, por 
falta de base legal para imponer restricciones a 
los grandes establecimientos; generar esa base 
legal es la función de la ley aprobada, que se 
apoya en objetivos de protección ambiental y 
ordenación del territorio como la integración en 
el entorno urbano, los efectos sobre el uso de la 
red viaria y del transporte público y la preserva-
ción de la habitabilidad del centro urbano.

En el nivel reglamentario se ha aprobado un 
decreto que regula los procedimientos de 

aprobación de los planes de ordenación del te-
rritorio y de los instrumentos de ordenación ur-
banística.125

Por último, en materia de ordenación del terri-
torio, ya he resaltado la importancia de la apro-
bación de las nuevas Directrices de Ordenación 
Territorial (DOT)126, que sustituyen a las vigen-
tes desde 1997. Sé que lo que diré a continua-
ción puede provocar disgusto en las otras diez 
comunidades que han aprobado figuras de or-
denación del territorio de nivel regional127 pero 
la verdad es que la comparación las sitúa en 
un nivel diferente al experimento realizado en 
el País Vasco: 

– � Por la eficacia en la renovación: es la única 
comunidad que tras veinte años de vigencia 
de las primeras DOT ha evaluado su gra- 
do de cumplimiento y ha procedido a su re-
visión.

– � Por la densidad y ambición de su conteni-
do, tanto en lo conservado de las DOT de 
1997 como en la incorporación de nuevos 
temas: cambio climático, regeneración urba-
na, infraestructura verde, paisaje, economía 
circular, movilidad, accesibilidad universal, 
perspectiva de género... 

– � Por el grado de vinculación sobre el 
planeamiento urbanístico y sobre las políticas 
sectoriales.

– � Por el grado de desarrollo del planeamiento 
territorial derivado: quince planes territoriales 
y diez planes sectoriales.

Resta añadir que en estos años el esfuerzo 
para renovar las DOT no ha impedido que se 
siguieran aprobando nuevos planes de nivel 
subregional y actualizándose muchos de los ya 
aprobados128.

120	 La normativa urbanística vasca puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo del País Vasco.
121	 Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio 
del País Vasco (BOPV 3/07/1990).
122	 Ley 10/2021, de 9 de diciembre, de Administración 
Ambiental de Euskadi (BOPV 31/12/2021).
123	 Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco (BOPV 20/07/2006).
124	 Ley 10/2019, de 27 de junio, de ordenación territorial de 
grandes establecimientos comerciales (BOPV 9/07/2019).
125	 Decreto 46/2020, de 24 de marzo, de regulación de los 
procedimientos de aprobación de los planes de ordenación 
del territorio y de los instrumentos de ordenación urbanística 
(BOPV 31/03/2020).

126	 Decreto 128/2019, de 30 de julio, por el que se aprue-
ban definitivamente las Directrices de Ordenación Territorial 
de la Comunidad Autónoma del País Vasco (BOPV 
24/09/2019).
127	 “Directrices” en Asturias, Baleares, Canarias, Castilla y 
León y Galicia, “Estrategias” en Aragón, Navarra y la 
Comunidad Valenciana, “Planes” en Andalucía y Cataluña.
128	 Como nuevo plan de ordenación del territorio tenemos 
el Decreto 64/2020, de 19 de mayo, por el que se aprueba 
definitivamente el Plan Territorial Parcial del Área Funcional 
de Tolosa (Tolosaldea) (BOPV 12/06/2020). De los ya vigen-
tes, se han modificado cinco de ellos (uno de ellos en dos 
ocasiones).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=074_Codigo_de_Urbanismo_del_Pais_Vasco&tipo=C&modo=2
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4.2. Navarra129

En Navarra, la discreta actividad normativa en 
este periodo se explica por lo reciente de la apro-
bación del Texto Refundido de la Ley Foral de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo130. Aún así, 
en estos pocos años han visto la luz seis modi-
ficaciones, cuyas aportaciones pueden comen-
tarse de forma conjunta, pues en lo esencial se 
centran en dos temas de actualidad en el urba-
nismo español: el medio ambiente (en particular 
la energía renovable) y el acceso a la vivienda:

– � La modificación del procedimiento de autori-
zación de actividades en suelo no urbanizable 
para armonizarla con la legislación ambiental.

– � La sujeción a declaración responsable o co-
municación de las instalaciones de aprovecha-
miento de energía solar para autoconsumo y de 
los puntos de recarga de vehículos eléctricos.

– � La regulación de una reserva de suelo para 
dotaciones supramunicipales en los sectores 
de suelo urbanizable residencial, con destino 
a viviendas en alquiler.

– � El bloque más importante de cambios lo ha 
aportado en 2022 la Ley para el fomento de 
un parque de vivienda protegida y asequi-
ble131, que con tan explícito objetivo afecta a 
las determinaciones sobre vivienda que debe 
incluir el planeamiento (modulando y detallan-
do las reservas para vivienda protegida), a la 
gestión del patrimonio municipal de suelo y al 
derecho de superficie.

Además, hay que citar dos decretos que crean 
y regulan el Registro de Planeamiento de Nava-
rra132 (este ya modificado) y el Consejo Social de 
Política Territorial133.

En cambio, la otrora intensísima actividad del Go-
bierno Foral en materia de ordenación del territorio 

ha perdido fuerza en estos últimos años. Hay que 
recordar que la figura de los proyectos estratégi-
cos, aquí llamados planes o Proyectos Sectoriales 
de Incidencia Supramunicipal (PSIS) fue una inno-
vación de la legislación navarra ya en los años 90 
del pasado siglo; de hecho, el primero se aprobó 
en 1987. A lo largo de tres décadas y media se 
han aprobado 198 PSIS (61 planes y 137 proyec-
tos), cifra a cuyo lado palidecen por completo las 
estadísticas similares de otras comunidades. Por 
eso sorprende que estos último cinco años solo se 
hayan aprobado ocho nuevos PSIS, a los que hay 
sumar diecinueve modificaciones de trece PSIS 
aprobados anteriormente.

4.3. Aragón134

En Aragón la actividad normativa ha sido abun-
dante pero no relevante. El mayor esfuerzo se 
hizo con una ley de simplificación administrati-
va135 aprobada en 2021 en línea con muchas 
otras normas “post-pandemia” en toda España, 
y que como la mayoría modifica puntualmente 
las leyes de urbanismo*136 y ordenación del terri-
torio137. Un rasgo singular de esta ley de simpli-
ficación es que no fue desarrollada por normas 
reglamentarias, sino por otra ley138 que lleva el 
curioso título “de aplicación y desarrollo” de la 
primera. En cuanto a la ley de ordenación del 
territorio, ya había sido modificada previamente 
con la misma finalidad por dos decretos-ley ad 
hoc, uno de los cuales cita en su título, como ob-
jeto explícito, la “agilización de la declaración de 
interés general de planes y proyectos”.139

Por otro lado, Aragón ha desarrollado una re-
lativamente intensa actividad de planificación 
territorial, centrada en el urbanismo producti-
vo. Así se han aprobado dos nuevos planes / 
proyectos de interés general, y se han modifi-
cado varios de los ya aprobados140. Pero la ac-
tividad aragonesa en esta materia va más allá, 

129	 La normativa urbanística navarra puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo de Navarra.
130	 Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo (BON 31/08/2017).
131	 Ley Foral 20/2022, de 1 de julio, para el fomento de un 
parque de vivienda protegida y asequible en la Comunidad 
Foral de Navarra (BON 14/07/2022).
132	 Decreto Foral 253/2019, de 16 de octubre, por el que se 
regula el Registro de Planeamiento de Navarra y el formato 
de presentación de los instrumentos de planificación urba-
nística y territorial de Navarra (BON 31/10/2019).
133	 Decreto Foral 12/2022, de 16 de febrero, por el que se 
regula el Consejo Social de Política Territorial de Navarra 
(BON 1/03/2022).
134	 La normativa urbanística aragonesa puede consultarse 
en BOE.es - Código de Urbanismo de Aragón.
135	 Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificación adminis-
trativa (BOA 23/02/2021).

136	 Decreto-Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno 
de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Urbanismo de Aragón (BOA 18/07/2014).
137	 Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del 
Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundi-
do de la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón (BOA 
20/11/2015).
138	 Ley 2/2022, de 19 de mayo, de aplicación y desarrollo 
de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificación admi-
nistrativa (BOA 27/05/2022).
139	 Decreto Ley 4/2019, de 30 de enero, del Gobierno de 
Aragón, de medidas urgentes para la agilización de la decla-
ración de interés general de planes y proyectos (BOA 
1/02/2019).
140	 Destaca la Plataforma Logística de Zaragoza (PLAZA) 
aprobada por Ley 17/2001, de 29 de octubre (BOA 
5/11/2001) y modificada ya catorce veces, cinco de ellas en 
estos últimos años.

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=077_Codigo_de_Urbanismo_de_Navarra&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=047_Codigo_de_Urbanismo__de_Aragon&tipo=C&modo=2
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actualizándose periódicamente la Estrategia de 
Ordenación Territorial de Aragón141, y aprobán-
dose una directriz especial sobre el ámbito del 
Camino de Santiago en Aragón142.

A nivel reglamentario, se ha aprobado el Re-
glamento de Entidades Urbanísticas Cola-
boradoras, que modifica los decretos sobre 
organización, planeamiento y régimen especial 
de pequeños municipios (2002) y registros de 
convenios, patrimonios públicos de suelo y en-
tidades colaboradoras (2011)143.

4.4. Castilla y León144

En Castilla y León los cambios en el marco ge-
neral del urbanismo son claramente menores, 
limitándose a tres modificaciones de la Ley de 
Urbanismo145 y una de su Reglamento146. Ambas 
normas son las decanas entre sus equivalentes 
en España, lo que resulta de un trabajo constan-
te de adaptación, con dos procesos de revisión 
profunda y múltiples modificaciones puntuales 
(diecisiete de la ley y catorce del reglamento). 
Sin embargo, el periodo analizado ha sido el 
más tranquilo desde su aprobación, y los cam-
bios que se han ido introduciendo son globalmen-
te superficiales. En relación con las tendencias 
generales, enlazan en primer término con la de 
simplificación y agilización procedimental (más a 
nivel de deseo que de realidad) y también con la 
regulación de ámbitos externos al urbanismo: en 
este caso las actividades extractivas y las insta-
laciones de generación de energías renovables.

Por último, Castilla y León mantiene una dis-
creta política de aprobación de instrumentos 

de ordenación del territorio, en su variante de 
intervención directa para habilitar la instala-
ción de proyectos estratégicos de urbanismo 
productivo (aquí son “planes y proyectos re-
gionales”)147.

4.5. La Rioja148

Otra comunidad con pocas novedades es La 
Rioja. Allí, la Ley de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo (LOTUR)149 ha sido modificada cua-
tro veces, con lo que suma ya trece modifica-
ciones:

– � La modificación aprobada en 2019150 se cen-
tra en la reforma de los instrumentos de pro-
tección de la legalidad, creando un consorcio 
interadministrativo para asumir las competen-
cias en la materia.

– � La primera ley de medidas151 de 2021 flexibi-
lizó varias condiciones de adaptación del pla-
neamiento general al marco legal aprobado 
en 2006 (después de quince años).

– � La segunda ley de medidas152 de 2021 in-
trodujo la declaración responsable para las 
instalaciones de energía solar para autocon-
sumo; y redefinió las categorías de suelo no 
urbanizable, adscribiendo directamente cier-
tos terrenos a las de “protección del paisaje” 
y “protección agropecuaria”. Esta novedad 
resultó problemática, y por ello en mayo de 
2022 una ley específica ha suspendido de 
forma temporal esa adscripción automática153.

141	 Decreto 202/2014, de 2 de diciembre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba la Estrategia de Ordenación 
Territorial de Aragón (BOA 12/12/2014), actualizado cinco 
veces entre 2019 y 2021.
142	 Decreto 211/2018, de 3 de diciembre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba la Directriz Especial de 
Ordenación Territorial del Camino de Santiago-Camino 
Francés a su paso por Aragón (BOA 14/12/2018).
143	 Decreto 210/2018, de 3 de diciembre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Entidades 
Urbanísticas Colaboradoras (BOA 13/12/2018).
144	 La normativa urbanística de Castilla y León puede consul-
tarse en BOE.es - Código de Urbanismo de Castilla y León.
145	 Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y 
León (BOCyL 15/04/1999).
146	 Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado 
por Decreto 22/2004, de 29 de enero (BOCyL 2/02/2004).
147	 En el periodo analizado se han aprobado en Castilla y León:
– �Decreto 44/2019, de 26 diciembre, por el que se aprueba 

el Proyecto Regional del centro integral de tratamiento de 
residuos industriales no peligrosos en San Marín de 
Valvení (Valladolid) (BOCyL 30/12/2019)

– �Decreto 13/2020, de 29 de octubre, por el que se aprueba 
el proyecto regional para una derivación particular para el 

acceso a la Red Ferroviaria en Villadangos del Páramo 
(León) (BOCyL 3/11/2020)

– �Decreto 2/2021, de 28 de enero, por el que se aprueba el 
proyecto regional para el acceso ferroviario a la zona in-
dustrial este de Burgos (BOCyL 29/01/2021)

– � Decreto 48/2022, de 1 de diciembre, por el que se aprue-
ba el plan regional para la ampliación del complejo asis-
tencial y educativo de Segovia (BOCyL 5/12/2022)

148	 La normativa urbanística riojana puede consultarse en 
BOE.es - Código de Urbanismo de La Rioja.
149	 Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio 
y Urbanismo de La Rioja (BOR 4/05/2006).
150	 Ley 3/2019, de 18 de marzo, por la que se modifica la 
Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo de La Rioja (BOR 20/03/2019).
151	 Ley 2/2021, de 29 de enero, de Medidas Fiscales y 
Administrativas para el año 2021 (BOR 1/02/2021).
152	 Ley 7/2021, de 27 de diciembre, de medidas fiscales y 
administrativas para el año 2022 (BOR 28/12/2021).
153	 Ley 7/2022, de 23 de mayo, para la suspensión temporal 
de la aplicación de las disposiciones adicionales décima y duo-
décima incorporadas a la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de orde-
nación del territorio y urbanismo de La Rioja (BOR 25/05/2022).

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=075_Codigo_de_Urbanismo_de_Castilla_y_Leon&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=056_Codigo_de_Urbanismo_de_La_Rioja&tipo=C&modo=2
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Por último hay que citar la Directriz de Protec-
ción del Suelo No Urbanizable154, prevista en la 
LOTUR para proteger, conservar, catalogar y 
mejorar los espacios naturales, el paisaje y el 
medio físico rural, que reemplaza al Plan Espe-
cial de Protección del Medio Ambiente Natural 
vigente desde 1988.

4.6. Legislación del Estado
El otro poder legislativo con sede en Madrid se 
ha comportado de forma análoga al autonómico: 
por un lado, la expectativa, largamente frustrada, 
de una ley de seguridad jurídica del urbanismo 
que utilice las potentes palancas de la legislación 
básica para atajar la lacra de las anulaciones ex 
tunc de planes generales, que ha asolado nues-
tro mapa municipal. Por otro lado, la realidad de 
mínimas reformas en el texto refundido de la Ley 
de Suelo y Rehabilitación Urbana155, una de ellas 
dando entrada al concepto de cambio climático y 
las demás, de oscura redacción, en la tendencia 
de simplificación normativa; en el plano formal, no 
puede extrañar el recurso al decreto ley al ser la 
Administración del Estado la pionera y difusora de 
esta técnica normativa.

5. Conclusiones
La producción normativa sobre urbanismo du-
rante los últimos cinco años es coherente con 
el panorama general del derecho administrativo 
español: la “legislación motorizada” está más 
vigente que nunca. Acontecimientos como pan-
demias, guerras o crisis se convierten en incen-
tivos o justificaciones para la emisión de nuevas 
leyes. A fines de 2022, cada día debo añadir 
nuevas normas: como en los mercados de va-
lores, también los boletines oficiales tienen su 
“rally de fin de año”.

Más allá de la efusión cuantitativa, hay dos ten-
dencias indeseables, proscritas en cualquier 
manual de técnica normativa, que se van difun-
diendo con la fuerza de las nuevas variantes de 
un virus: por un lado, el decreto ley como figura 

normativa estelar, que por su rapidez y ausen-
cia de control se impone como tentación irresis-
tible para cualquier gobernante; por otro lado, 
la ley de medidas, de objetivos cada vez más 
amplios, multi-sectoriales, pluri-modificativas. El 
resultado final, lógico, triunfante, que resulta de 
la hibridación de ambos productos, es el decre-
to ley de medidas urgentes.

Esta deriva explica por qué, pese a tantísimas 
modificaciones, realmente solo cuatro comunida-
des han revisado en profundidad su normativa ur-
banística en los últimos cuatro años. Las demás 
han hecho cambios, o muchos cambios, o mu-
chísimos. Se deja notar el ejemplo de las normas 
COVID, normas “de usar y tirar”. Todas las comu-
nidades tienen razón en reclamar la aprobación 
de una ley estatal que dé seguridad jurídica al ur-
banismo, pero muy pocas predican con el ejemplo 
proveyendo a la sociedad con una normativa urba-
nística razonablemente clara y estable.

Otra tendencia curiosa es la disociación entre los 
objetivos y justificaciones y el contenido real 
de las normas. Los primeros se concentran en un 
pequeño grupo de “mantras” de obligada evoca-
ción: la sostenibilidad en cabeza; todo es y debe 
ser sostenible, absolutamente todo. En buen 
orden siguen detrás la perspectiva de género, la 
igualdad, la vivienda, la movilidad... siempre con 
referencias mutuas cruzadas: la movilidad debe 
ser sostenible para garantizar la igualdad, etc. Y 
en mitad de la confusión surge el auténtico Mac-
Guffin legislativo: la simplificación. 

No digo que el contenido real de las normas que 
se aprueban sea diferente de los objetivos que 
dicen perseguir: digo que no siempre coinciden. 
¿Cuál es ese contenido real? Dentro de la he-
terogeneidad hay algunas tendencias que cita-
ré por orden decreciente de difusión:

– � Los proyectos estratégicos, con su varia-
da nomenclatura local, ya estaban regulados 
en muchas comunidades. Ahora lo están en 
todas, y sucesivas modificaciones los han ido 
potenciando. Ningún presidente autonómico 
sin su varita mágica para bendecir proyectos 
bienvenidos.

154	 Decreto 18/2019, de 17 de mayo, por el que se aprueba 
la Directriz de Protección del Suelo No Urbanizable de La 
Rioja (BOR 29/05/2019).
155	 Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana (BOE 31/10/2015), modificado en 
este periodo por:
− � Real Decreto Ley 35/2020, de 22 de diciembre (BOE 

23/12/2020).

− � Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transi-
ción energética (BOE 21/05/2021).

− � Real Decreto Ley 19/2021, de 5 de octubre, de medidas 
urgentes para impulsar la actividad de rehabilitación edifi-
catoria en el contexto del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia (BOE 6/10/2021).

− � Ley 10/2022, de 14 de junio, de medidas urgentes para 
impulsar la actividad de rehabilitación edificatoria en el 
contexto del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia (BOE 15/06/2022).
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–  �Estas herramientas se usan sobre todo en lo
que ha llamado “urbanismo productivo”, que
también tiene su ámbito regulatorio específico:
las áreas empresariales, también con nombres
variados, se impulsan en el marco de las medi-
das de fomento de la recuperación económica.

–  �Bajando a la escala local, la declaración
responsable (y la comunicación previa, pero
menos) se va abriendo camino como alter-
nativa a la clásica licencia, de forma calla-
da pero inexorable. Y las comunidades más
prósperas vuelven a la carga con la externa-
lización de controles.

–  �Continua también la expansión del ámbito
histórico del urbanismo: nos batimos valiente-
mente en las nuevas fronteras de la perspectiva
de género, el paisaje y las costas, la movilidad
sostenible, el derecho a la vivienda, la eficiencia
energética y hasta el reto demográfico.

–  �Una variante de estos combates fronterizos
se focaliza en objetivos más concretos: así el
control o estímulo de las actividades secto-
riales que se perciben estratégicas, como la
energía renovable, los grandes equipamien-
tos comerciales o las actividades extractivas.

– � La simplificación y agilización, a veces, tam-
bién forma parte del contenido real de las nor-
mas: ajuste de procedimientos, comisiones
de “informe único”, regulación de un “plan bá-
sico” son varias de las muchas fórmulas que
constantemente se ensayan para mantener a
raya la burocracia.

Por fortuna, el año se cierra con la esperanza 
que nos ha dado el inicio de la tramitación de 
la ley (en realidad, una modificación del texto 
refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación 
Urbana) de seguridad jurídica del urbanismo. 
Esperemos que la iniciativa prospere y abra una 
nueva fase en la agitada crónica del derecho ur-
banístico español.

6. Referencias normativas
Código de Derecho Urbanístico estatal: BOE.es - 

Código de Derecho Urbanístico estatal.
Código de Derecho Urbanístico del País Vasco: 
BOE.

es - Código de Urbanismo del País Vasco.
Código de Derecho Urbanístico de Cataluña: BOE.es 

- Código de Urbanismo de Cataluña.
Código de Derecho Urbanístico de Galicia: BOE.es

- Código de Urbanismo de Galicia.
Código de Derecho Urbanístico de Andalucía: BOE.

es - Código de Urbanismo de Andalucía.
Código de Derecho Urbanístico del Principado de 

Asturias: BOE.es - Código de Urbanismo del 
Principado de Asturias.

Código de Derecho Urbanístico de Cantabria: BOE.
es - Código de Urbanismo de Cantabria.

Código de Derecho Urbanístico de La Rioja: BOE.es 
- Código de Urbanismo de La Rioja.

Código de Derecho Urbanístico de la Región de 
Murcia: BOE.es - Código de Urbanismo de la 
Región de Murcia.

Código de Derecho Urbanístico de la Comunidad 
Valenciana: BOE.es - Código de Urbanismo de la 
Comunidad Valenciana.

Código de Derecho Urbanístico de Aragón: BOE.es 
- Código de Urbanismo de Aragón.

Código de Derecho Urbanístico de Castilla-La Mancha: 
BOE.es - Código de Urbanismo de Castilla-La 
Mancha.

Código de Derecho Urbanístico de las Islas Canarias: 
BOE.es - Código de Urbanismo de las Islas Canarias.

Código de Derecho Urbanístico de Navarra: BOE.es 
- Código de Urbanismo de Navarra.

Código de Derecho Urbanístico de Extremadura: BOE.
es - Código de Urbanismo de Extremadura.

Código de Derecho Urbanístico de las Islas Baleares: 
BOE.es - Código de Urbanismo de las Islas Baleares.

Código de Derecho Urbanístico de la Comunidad de 
Madrid: BOE.es - Código de Urbanismo de la 
Comunidad de Madrid.

Código de Derecho Urbanístico de Castilla y León: 
BOE.es - Código de Urbanismo de Castilla y León.

7. Listado de Acrónimos/Siglas
BOA	 Boletín Oficial de Aragón
BOC	 Boletín Oficial de Canarias
BOC	 Boletín Oficial de Cantabria
BOCM	 Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid
BOCyL	 Boletín Oficial de Castilla y León
BOE	 Boletín Oficial del Estado
BOIB	 Butlletí Oficial de les Illes Balears
BOJA	 Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
BON	 Boletín Oficial de Navarra
BOPA	 Boletín Oficial del Principado de Asturias
BOPV	 Boletín Oficial del País Vasco
BOR	 Boletín Oficial de La Rioja
BORM	 Boletín Oficial de la Región de Murcia
DOCM	 Diario Oficial de Castilla-La Mancha
DOE	 Diario Oficial de Extremadura
DOG	 Diario Oficial de Galicia
DOGC	 Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya
DOGV	 Diari Oficial de la Generalitat Valenciana
DOT	 Directrices de Ordenación Territorial
LISTA 	�Ley de Impulso para la Sostenibilidad del 

territorio de Andalucía
LOTAU	� Ley de Ordenación del Territorio y de la 

Actividad Urbanística
LOTUC	� Ley de Ordenación del Territorio y 

Urbanismo
LOTUS	� Ley de Ordenación Territorial y Urbanística 

Sostenible
LOTUP	� Ley de Ordenación del Territorio, 

Urbanismo y Paisaje 
LOTUR	� Ley de Ordenación del Territorio y 

Urbanismo
PIR	� Proyectos de Interés Regional
PSIS	� Proyectos Sectoriales de Incidencia 

Supramunicipal
POL	� Plan de Ordenación del Litoral 
ROTU	� Reglamento de Ordenación del Territorio 

y Urbanismo

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=069_Codigo_de_Derecho_Urbanistico_estatal&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=069_Codigo_de_Derecho_Urbanistico_estatal&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=074_Codigo_de_Urbanismo_del_Pais_Vasco&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=074_Codigo_de_Urbanismo_del_Pais_Vasco&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=079_Codigo_de_Urbanismo_de_Cataluna&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=079_Codigo_de_Urbanismo_de_Cataluna&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=072_Codigo_de_Urbanismo_de_Galicia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=072_Codigo_de_Urbanismo_de_Galicia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=060_Codigo_de_Urbanismo_de_Andalucia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=060_Codigo_de_Urbanismo_de_Andalucia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=026_Codigo_de_Urbanismo_del_Principado_de_Asturias&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=026_Codigo_de_Urbanismo_del_Principado_de_Asturias&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=073_Codigo_de_Urbanismo_de_Cantabria&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=073_Codigo_de_Urbanismo_de_Cantabria&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=056_Codigo_de_Urbanismo_de_La_Rioja&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=056_Codigo_de_Urbanismo_de_La_Rioja&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=051_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Region__de_Murcia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=051_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Region__de_Murcia&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=013_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_Valenciana&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=013_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_Valenciana&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=047_Codigo_de_Urbanismo__de_Aragon&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=047_Codigo_de_Urbanismo__de_Aragon&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=068_Codigo_de_Urbanismo_de_Castilla-La_Mancha&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=068_Codigo_de_Urbanismo_de_Castilla-La_Mancha&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=078_Codigo_de_Urbanismo_de_las_Islas_Canarias&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=077_Codigo_de_Urbanismo_de_Navarra&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=077_Codigo_de_Urbanismo_de_Navarra&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=052_Codigo_de_Urbanismo_de_Extremadura&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=052_Codigo_de_Urbanismo_de_Extremadura&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=027_Codigo_de_Urbanismo_de_las_Islas_Baleares&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=080_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_de_Madrid&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=080_Codigo_de_Urbanismo_de_la_Comunidad_de_Madrid&tipo=C&modo=2
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=075_Codigo_de_Urbanismo_de_Castilla_y_Leon&tipo=C&modo=2
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